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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 2  Juzgado Civil de Chill nº á

CAUSA ROL : C-2828-2020

CARATULADO : CIFUENTES/FISCO DE CHILE

Chillan,  cinco de Julio de dos mil veintid s.ó

VISTOS:

A  folio  1,  comparece  don  Juan  Pablo  Gallardo  Parada,  Abogado,  en 

representaci n de do a Claudia Lorena Cifuentes Manr quez, Ingeniera en Prevenci nó ñ í ó  

de riesgo y medio ambiente, domiciliada en calle  Carlos Palacios N  852, Bulnes  e°  

interpone demanda de indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractualó  

en contra del Estado, persona jur dica de derecho p blico, representada por el Consejoí ú  

de Defensa del Estado, a trav s de su Abogado Procurador Fiscal, do a Mariella Ximenaé ñ  

Paulina  Dentone  Salgado  o  quien  la  reemplace  o  subrogue  legalmente,  todos  con 

domicilio  en 18 de Septiembre N  329,  Chill n,  por haber sometido a detenci n y° á ó  

prisi n arbitraria e ilegal, torturas y apremios f sicos y s quicos a su representada, cuyasó í í  

consecuencias permanecen hasta el presente. Indica que, al ejecutar tales actos el Estado 

de Chile incumpli  sus propias leyes y los convenios internacionales que protegen eló  

derecho de las personas, provocando un da o de tal entidad, que pueden en parte serñ  

reparados por la condena al pago de indemnizaci n de perjuicios. Se ala que 11 deó ñ  

Septiembre de 1973, un grupo importante de militares y civiles, se hicieron del poder en 

Chile, mediante el uso de la fuerza, derrocando al presidente electo, con el objeto de 

restablecer  la  chilenidad  justicia  y  la  institucionalidad  quebrantada  para  que  se“ ” “  

respetara la Constituci n y las leyes de la Rep blica en la medida en que la actualó ú  

situaci n de pa s lo permita  (D.L N  1). A ade que,  en los hechos lamentablementeó í ” ° ñ  

ninguno de esos prop sitos se cumplieron a cabalidad, dado que el 17 de diciembre deó  

1974, el Presidente de la Junta se auto proclam  por Decreto Presidente de la Rep blicaó ú  

y a la Junta se le dieron atribuciones legislativas, se declar  en receso a los partidosó  

pol ticos, iniciando una persecuci n masiva a los militantes y simpatizantes del sector deí ó  

izquierda en todo el pa s, para lo que se utilizaron los recintos militares y policiales comoí  

centros de detenci n, se aplic  torturas y en definitiva se busc  la eliminaci n sistem ticaó ó ó ó á  

de los adversarios pol ticos.í

Los hechos descritos por la propia v ctima son:í

Para el golpe yo estaba por cumplir 5 a os, mi madre se fue de la casa por“ ñ  

amenazas y nos dej  a cargo de varias personas. ó
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Los recuerdos que tengo de esa poca es que mi mam  lloraba mucho y escond aé á í  

muchas cosas. En varias ocasiones me tomaban de la mano y sal amos corriendo. Ení  

una de esas oportunidades, me ca  por evitar que me llevaran.í

Estuve  con  muchas  personas,  recuerdo  el  pasar  de  casa  en  casa.  Tambi né  

recuerdo de gente entrando con trajes militares, recuerdo en particular las botas, los 

cascos y armas. Ellos entraban a las casas gritando, golpeando los muebles y dando 

vuelta todo, recuerdo mucho eso.

Recuerdo tambi n que sufr a mucho porque no ve a a mi mam , siempre tuveé í í á  

esa sensaci n que me hab a dejado botada. No puedo sacarme de la cabeza que en esaó í  

poca hab a mucha agresividad, muchos gritos. Que daban vuelta los muebles buscandoé í  

papeles.

Al tiempo de haber pasado por 2 o 3 casas  de personas que conoc an a mií  

mam , lleg  mi abuela a buscarme y me llevaron a Santiago.á ó

Tanto extra aba a mi mam  que mi abuela me llev  al lugar donde mi madreñ á ó  

estaba detenida. Recuerdo que al vernos lloramos desconsoladamente, yo no entend aí  

que ocurr a pero por fin estaba con ella.í

Lo que m s me choco de toda esta situaci n, y antes que mi abuela fuera aá ó  

buscarme, fue en esas casas que estuve. Esas cosas siempre, a trav s de toda mi vida, meé  

afectaron en mis relaciones. Siempre he sido bien insegura y desconfiada. So aba inclusoñ  

que alguien ven a por m  golpeaba. He pasado por varios periodos de depresi n a loí í ó  

largo de mi vida.

Le he dicho a mi mam  a que no s  qu  pas  conmigo, pero que algo tiene queá é é ó  

haber ocurrido durante aquella poca que me afect  fuertemente. Tal es as  que a los 35é ó í  

a os decid  atenderme con un psic logo, para saber que pasaba conmigo.ñ í ó

Consecuencia  de  lo  relatado  es  que  me  afecta  en  demas a  la  gente  que  esí  

agresiva, que habla muy fuerte o usa t rminos de grueso calibre. Siempre he tenidoé  

problemas  en  mi  vida  social  por  eso.  Me  considero  una  persona  muy  retra daí  

consecuencia de las vivencias que experiment  en mi ni ez.é ñ

Ahora ya tengo 52 a os pero solo hace como unos 15 atr s puede hablar estosñ á  

temas,  lo  que  me  ha  permitido  madurar  y  darme  cuenta  que  los  rasgos  de  mi 

personalidad son secuelas de mis vivencias.

Esto,  sin  duda,  afect  mi  vida  matrimonial  pues  no  lograba  soportar  lasó  

situaciones de discusiones con mi marido.
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Nunca he logrado estar tranquila en un solo lugar, siempre me surge la necesidad 

de andar de un lado para el otro. No me siento estable en un solo lugar, lo que no es 

normal.

En una oportunidad habl  con una persona del PRAIS de los hechos que vivé í 

durante la dictadura, ello me permiti  ver tal vez me hubiese podido someter a unó  

tratamiento psicol gico cuando era m s joven, lo que me hubiese ayudado a enfrentaró á  

mis temores.”

Indica que para la poca del golpe de estado su representada ten a 4 a os deé í ñ  

edad, su madre trabajaba en INDAP, que estaba ubicado al frente de la Comisar a deí  

Bulnes, el d a 12 de septiembre como a las 10 de la ma ana, atravesaron 4 Carabineros,í ñ  

quien la interrog  sobre lo que hac a Jos  Iv n Guevara Irribarra, quien era c nyuge deó í é á ó  

la madre de la actora.

Indica que, don Jos  Guevara ya estaba preso desde el d a anterior, Jos  Iv n ené í é á  

ese tipo era presidente del partido socialista de Bulnes, era una figura paterna para su 

representada, permaneci  casi un a o preso, siendo torturado durante todo ese tiempoó ñ  

sistem ticamente.  El 21 de septiembre de 1973 nuevamente  tomaron detenida a laá  

madre de la demandante, la fueron a buscar a su casa y la sacaron, estuvo detenida 

hasta noviembre del mismo a o, primero en la comisar a de Bulnes, luego en el Buenñ í  

Pastor de Chill n.á

Indica que en lo referente a los da os experimentados por su representada, quedñ ó 

privada de mantener una vida normal en compa a de quienes compon an su grupoñí í  

familiar, madre y pareja de sta, por cuanto fueron perseguidos y detenidos durante elé  

r gimen  militar.  Su  madre  Fidelisa  Manr quez,  fue  detenida  desde  septiembre  aé í  

noviembre de 1973. Luego, entre fines de 1974 y principios de 1976, debi  ser dejada aó  

cargo de sus  abuelos  maternos en la comuna de  San Bernardo,  mientras  su madre 

permaneci  en  Bulnes  con  toda  la  represi n  que  a  su  respecto  se  ejerc a  y  conó ó í  

dificultades de obtener una fuente de trabajo. Esto ltimo gener  en la actora una granú ó  

inseguridad y tristeza por cuanto pensaba que hab a sido abandonada por su madre yí  

que no la volver a a ver.í

Agrega que, como consta del relato expuesto, las circunstancias descritas afectaron 

profundamente a la actora, dichos hechos han marcado fuertemente su personalidad, su 

forma  de  ser  y  como  se  desenvuelve  socialmente,  existe  compromiso  sicol gico  deó  

considerable magnitud. Las consecuencias sicol gicas se tradujeron, principalmente, enó  

angustia, preocupaci n constante por su madre y su pareja, temor por su integridad y laó  

de su familia.

Indica que, los hechos descritos, de manera evidente causaron un displacer y una 

p rdida en el goce de la vida, en relaci n a lo que hubiera sido de no mediar todos losé ó  
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actos  vulneratorios.  Los  hechos  de  que  fue  v ctima  la  madre  de  la  demandante  seí  

encuentran  reconocidos  por  el  Estado  de  Chile;  seg n  consta  en  el  informe  de  laú  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura (Comisi n Valech) del Estado deó ó í ó  

Chile, figurando la madre de la actora, en la lista reconocidas por dicha comisi n bajo eló  

n mero 13.941 (primer listado).ú

Todo lo descrito le dej  serias secuelas s quicas, las cuales son irreversibles.ó í

Agrega que el 11 de noviembre de 2003 se crea mediante Decreto Supremo N° 

1040 la Comisi n Nacional de Prisi n Pol tica y Tortura  cuyo objeto exclusivo (es)“ ó ó í ” “  

determinar, de acuerdo a los antecedentes que se presenten, quienes son las personas que 

sufrieron privaci n de libertad y torturas por razones pol ticas, por actos de agentes deló í  

Estado o de personas a su servicio, en el per odo comprendido entre el 11 de septiembreí  

de 1973 y 10 de marzo de 1990, se establece adem s que la Comisi n deber  Proponerá ó á  

al  Presidente de la Rep blica las condiciones,  caracter sticas,  formas y modos de lasú í  

medidas de reparaci n, austeras y simb licas que podr n otorgarse a las personas que,ó ó á  

reconocidas como prisioneros pol ticos o torturados, no hubieren recibido a la fecha otroí  

beneficio de car cter reparatorio derivado de tal calidad .á ”

Agrega que,  despu s de treinta a os de ocurridos los hechos, el Estado determiné ñ ó 

la condici n de v ctima de prisi n pol tica y tortura a trav s de un riguroso proceso deó í ó í é “  

an lisis  que  comprendi  la  validaci n  de  la  informaci n  proporcionada  por  losá ó ó ó  

declarantes  por  medio  de  investigaci n  documental,  antecedentes  provenientes  deó  

organismos p blicos, referencias de organismos de derechos humanos, de organizacionesú  

de  v ctimas,  informaci n  de  testigo  calificados  e  investigaciones  en  bases  de  datosí ó  

disponibles .  Dicho informe determin  un universo de 27.255 v ctimas;  figurando la” ó í  

madre de su representada, reconocida por dicha comisi n bajo el n mero 13.941 (primeró ú  

listado).

Se ala que, los actos il citos que los agentes del Estado cometieron y causaronñ í  

con ello el da o relatado por la actora, fueron ejecutados desde el a o 1973, a o en queñ ñ ñ  

fue v ctima de las torturas ya descritas y, luego continu  una persecuci n durante todo elí ó ó  

r gimen militar.(sic)é

Hasta  el  a o  1980  rigi  en  nuestro  pa s  la  Constituci n  de  1925,  normañ ó í ó  

fundamental que fue severamente trasgredida por los Gobernantes de la poca. Se alaé ñ  

que, se vulneraron los art culos 13 que indica  Nadie puede ser detenido sino por ordení “  

de funcionario p blico expresamente facultado por la Ley y despu s que dicha orden seaú é  

intimada en forma legal, a menos de ser sorprendido en delito fragante, en este caso, 

para el nico objeto de ser conducido ante Juez competente ; del mismo texto se viol  elú ” ó  

art culo 14 Nadie puede ser detenido, sujeto a prisi n preventiva o preso sino en suí “ ó  

casa o en lugares p blicos destinados a este objeto ; tambi n en los hechos relatados seú ” é  
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vulner  el art culo 18 inciso segundo No podr  aplicase tormento, ni imponerse en casoó í “ á  

alguno,  la  pena  de  confiscaci n  de  bienes,  sin  perjuicio  del  comiso  en  los  casosó  

establecidos por las leyes ; finalmente se argumenta que el gobierno de facto ten a las” í  

facultades para decretar los estados de excepci n que la misma constituci n franquea aó ó  

los Presidentes en el art culo 72 n mero 17, pero con las limitaciones que le impone elí ú  

art culo 44 n mero 13 Solo  en virtud  de una Ley se  puede  N 13 Restringir  laí ú “ … °  

libertad personal  y la de imprenta,  suspender o restringir  el  ejercicio  del  derecho a 

reuni n, cuando la reclamare la necesidad imperiosa de la defensa del Estado, de laó  

conservaci n del r gimen constitucional o de la paz interior, y solo por per odos que noó é í  

podr n exceder  de  seis  meses.  Si  estas  leyes  se alaren penas,  su  aplicaci n  se  hará ñ ó á 

siempre por los tribunales establecidos. Fuera de los casos prescritos en este n mero,ú  

ninguna Ley podr  dictarse para suspender o restringir las libertades o derechos que laá  

Constituci n asegura .ó ”

Menciona  la  Declaraci n  Universal  de  los  Derechos  Humanos,  adoptada  yó  

proclamada por resoluci n de la Asamblea General de la ONU el 10 de Diciembre (sic)ó  

y  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechos  Humanos,  adoptada  por  los  Estadoó  

miembros en San Jos  de Costa Rica el 22 de Noviembre de 1969, cuyas  normas soné  

ius cogens ,  y forman parte del Derecho Internacional P blico cuyo cumplimiento es“ ” ú  

imperativo,  que  no  admite  acuerdo  en  contrario  o  disposici n  del  derecho  positivoó  

interno que la contravengan.

Agrega  que,  en  Chile,  a  la  fecha  de  los  hechos  relatados,  se  violaron  las 

disposiciones  de  la  Declaraci n  Universal  de  los  DDHH;  en  el  art culo  3  Todoó í “  

individuo tiene derecho a la vida,  a la libertad y a la seguridad de su persona , el”  

art culo 5 Nadie ser  sometido a torturas, ni a penas o tratos crueles, inhumanos oí “ á  

degradantes , el art culo 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los” í “  

tribunales  competentes,  que  la  ampare  contra  actos  que  violan  sus  derechos 

fundamentales reconocidos por la Constituci n o por la Ley  y el art culo 9 Nadieó ” í “  

podr  ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado . Y las normas vulneradas en elá ”  

Pacto de San Jos  son las de los art culos 5, relativas al derecho a la integridad personal,é í  

el 7, n meros 1 y 2 referente al derecho a la libertad en todos sus n meros (sic).ú ú

Agrega que, para el cumplimiento de las disposiciones por los Estados partes, se 

establece una comisi n que recibe las denuncias y las tramita y propone una soluci nó ó  

amistosa, si el Estado denunciado no las acoge, el afectado puede ocurrir a la Corte 

Interamericana en un plazo de tres meses. El art culo 63 dispone Cuando decida queí “  

hubo  violaci n  de  un  derecho  o  libertad  protegidos  por  esta  convenci n,  la  Corteó ó  

dispondr  que se garantice al lesionado en el goce de su Derecho o Libertad conculcado.á  

Dispondr  asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de laá  
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medida o situaci n que ha configurado la vulneraci n de esos derechos y el pago de unaó ó  

justa indemnizaci n a la parte lesionada .ó ”

Indica  que,  la  presente  demanda se  asila  tambi n  en  la  actual  Constituci n,é ó  

art culo 5 inciso segundo, la que reconoce la primac a de los derechos esenciales queí í  

emanan de la naturaleza humana por sobre la soberan a del Estado, que este no soloí  

debe respetar estos derechos, sino tambi n promoverlos. Dichos derechos se encuentraé  

garantizados en la actual Constituci n como tambi n en los tratados internacionales. Enó é  

consecuencia,  esta  vulneraci n  de  derechos  deben  ser  investigados,  sancionados  yó  

reparado  el  da o  causado,  de  otra  manera  se  estar  incumpliendo  el  mandatoñ á  

Constitucional. En la misma l nea sobre responsabilidad del Estado, art culo 38 incisoí í  

segundo, establece que cualquier persona lesionada en sus derechos por la acci n deló  

Estado o sus organismos puede reclamar ante los tribunales que determine la Ley. Si la 

posibilidad de  ocurrir,  reclamando la  responsabilidad del  Estado,  le  est  dada a  losá  

ciudadanos por cualquier derecho transgredido, con mayor raz n le asiste a los actores,ó  

si se trata de vulneraci n de derechos esenciales.ó

En s ntesis,  invoca la responsabilidad civil del Estado, toda vez que sus agentesí  

premunidos  de  la  fuerza  coactiva  que  ste  les  entreg  cometieron  actos  delictuales,é ó  

transgrediendo la normativa invocada,  transcribe jurisprudencia referente al tema.

Finalmente, se ala que en ese orden de ideas, la responsabilidad civil del Estado,ñ  

se  verifica  y  concretiza  mediante  el  concepto  de  falta  de  servicio,  al  cual  resultan 

aplicables tambi n las normas de derecho com n en cuanto no sean incompatibles coné ú  

aquel estatuto jur dico, entre ellas las contenidas en los art culos 2314 y siguientes delí í  

C digo Civil, sobre responsabilidad extracontractual.ó

Solicita   tener  por  interpuesta  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  poró  

responsabilidad civil extracontractual del Estado, representado por el Consejo de Defensa 

del Estado, por da o moral y, en concreto se le condene a pagar a do a Claudia Lorenañ ñ  

Cifuentes Manr quez la suma de $150.000.000.-, ambas por concepto de da o moral; ení ñ  

subsidio, las sumas menores que el Tribunal determine conforme al m rito del proceso,é  

con costas, reajustes e intereses corrientes desde la fecha de la dictaci n de la sentenciaó  

o, en subsidio, con reajustes e intereses que el Tribunal determine conforme a derecho.

A folio 10 se notific  la demanda  al demandado. ó

A folio  11,  do a  Mariella  Dentone  Salgado,  Abogado  Procurador  Fiscal  delñ  

Consejo de Defensa del Estado, contesta la demanda. Luego de un recuento  de lo 

se alado en la demanda, indica  que no resulta posible comprender el r gimen jur dicoñ é í  

del tipo de reparaciones por infracciones a los Derechos Humanos si no se posicionan 

correctamente estas indemnizaciones en el panorama jur dico nacional e internacional.í  
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Dicha comprensi n solo puede efectuarse al interior y desde el mbito de la Justiciaó á “  

Transicional .”

Indica  que  no  hay  que  olvidar  que,  desde  la  perspectiva  de  las  v ctimas,  laí  

reparaci n  de  los  da os  sufridos  juega  un  rol  protag nico  en el  reconocimiento  deó ñ ó  

aquella medida de justicia por tantos a os buscada; el xito de los procesos penales señ é  

concentra  solo  en  el  castigo  a  los  culpables  no  preocup ndose  del  bienestar  de  lasá  

v ctimas. En dicho sentido, las negociaciones entre el Estado y las v ctimas revelan queí í  

tras  toda  reparaci n  existe  una  compleja  decisi n  de  mover  recursos  econ micosó ó ó  

p blicos, desde la satisfacci n de un tipo de necesidades p blicas a la satisfacci n  deú ó ú ó  

otras radicadas en grupos humanos m s espec ficos. Este concurso de intereses se une ená í  

los  programas  propuestos  por  las  Comisiones  de  Verdad  o  Reconciliaci n,  dichosó  

programas, en efecto, incluyen beneficios educacionales, de salud, gestos simb licos uó  

otras medidas an logas diversas a la simple entrega de cantidades de dinero. En eseá  

sentido, indica que,  no es un secreto que las transiciones han  estado, en todos los pa sesí  

que las han llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones; para ello basta revisar 

someramente las discusiones originadas en la aprobaci n de la ley N  19.123 para darseó °  

cuenta  del  c mulo  de  sensibilidades  e  intereses  en  juego  en  ella;  muchas  de  esasú  

negociaciones  privilegian  a  algunos  grupos  en  desmedro  de  otros  cuyos  intereses  se 

estiman  m s  lejanos,  se  compensen  algunos  da os  y  se  excluyan  otros  o  se  fijená ñ  

legalmente, luego de un consenso p blico, montos,  medios de pago o medidas de da o.ú ñ  

En lo relacionado con el segundo objetivo, la llamada Comisi n Verdad y Reconciliaci nó ó  

o Comisi n Retting, en su informe final plante  una serie de propuestas de reparaci nó ó “ ó ” 

entre  las  cuales  se  encontraba una pensi n nica de reparaci n para los  familiares“ ó ú ó  

directos de las v ctimas  y algunas prestaciones de salud. El informe sirvi  de causa yí ” ó  

justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de la Rep blica envi  al Congreso yó ú ó  

que  luego  derivar a  en  la  Ley  N  19.123,  que  cre  la  Corporaci n  Nacional  deí ° ó ó  

Reparaci n y Reconciliaci n.ó ó

Indica que,  la reparaci n a las v ctimas de violaciones a los derechos humanos seó í  

ha realizado parcialmente  a trav s  de tres  tipos  de compensaciones:  a)  reparacionesé  

mediante transferencias directas de dinero; b) reparaciones mediante la asignaci n deó  

derechos sobre prestaciones estatales espec ficas y; c) reparaciones simb licas. En cuantoí ó  

a la reparaci n mediante transferencias directas de dinero, se ala que diversas han sidoó ñ  

las  leyes  que  han  establecido  dicho  tipo  de  reparaciones,  incluyendo tambi n  a  lasé  

personas que fueron v ctimas de apremios ileg timos. Luego individualiza parte  de lasí í  

prestaciones otorgadas y en  cuanto a las reparaciones simb licas,  se ala que se realizanó ñ  

a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los hechos que dieron lugaré  

a aquellas violaciones. 
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Se ala que, estando la acci n interpuesta en autos basada  en los mismos hechosñ ó  

y pretendiendo ella indemnizar los mismos da os que han inspirado precisamente elñ  

c mulo  de  acciones  reparatorias,  que  ya  enunci ,  al  tenor  de  documentos  oficiales,ú ó  

opone la excepci n de reparaci n satisfactiva por haber sido ya indemnizada la parteó ó  

demandante.

En subsidio,  opone la excepci n de prescripci n extintiva de las acciones, la queó ó  

funda en lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil, en relaci n con lo dispuestoí ó ó  

en el art culo 2497 del mismo cuerpo legal, por lo que solicita que, por encontrarseí  

prescrita se rechace la demanda en todas sus partes. Indica que seg n el relato f cticoú á  

del actor, la detenci n ilegal, prisi n pol tica y tortura que sufri  su madre, ocurri  aó ó í ó ó  

partir   de  septiembre  de  1973.  Siendo del  caso  que,  entendi ndose   suspendida  laé  

prescripci n durante el per odo de la dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973,ó í  

por  la  imposibilidad  de  las  propias  v ctimas  de  ejercer  las  acciones  legalesí  

correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci n de la democracia, aó  

la fecha de notificaci n de la demanda de autos, esto es, el 15 de septiembre de 2020,ó  

igualmente ha transcurrido en exceso el plazo de prescripci n extintiva que establece eló  

citado art culo 2.332 del C digo Civil; por lo que opone la excepci n de prescripci n deí ó ó ó  

4 a os establecida en el art culo 2332 del C digo Civil, pidiendo que sea acogida y señ í ó  

rechace ntegramente la acci n indemnizatoria deducida como consecuencia de ello, porí ó  

encontrarse prescrita. 

En subsidio, en caso que el Tribunal estime que la norma anterior no es aplicable 

al caso de autos, opone la excepci n de prescripci n extintiva de 5 a os contempladaó ó ñ  

para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci n al art culo 2514 del C digoí ó í ó  

Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hecho exigible el derecho a indemnizaci ní ó  

y la fecha de notificaci n de la demanda, trascurri  con creces el plazo que establece eló ó  

citado art culo 2515 del C digo Civil.í ó

En cuanto al contenido patrimonial de la acci n indemnizatoria, indica que laó  

indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturaleza de los mismos, noó  

tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s ha de cumplir un rol punitivo paraá á  

el  obligado al  pago y su contenido es  netamente patrimonial;  de all  que la acci ní ó  

destinada a exigirla,  est   como toda acci n  patrimonial  expuesta  a  extinguirse  poré ó  

prescripci n.ó

Luego, en subsidio de las defensas y alegaciones vertidas, formula alegaciones en 

cuanto  a  la  naturaleza  de  la  indemnizaci n  solicitada  y  al  monto  pretendido.  Conó  

relaci n al da o moral hace presente que depender  de las secuelas sufridas con motivosó ñ á  

de los hechos objeto de la demanda y de conformidad a los antecedentes que obren en 

la etapa probatoria.
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En subsidio de las precedentes alegaciones,  indica que la regulaci n del da oó ñ  

moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardar armon a con losí  

montos establecidos por los Tribunales, alega que  en todo caso, que en la fijaci n deló  

da o moral por los hechos de autos, se debe considerar todos los pagos recibidos a trav sñ é  

de los a os por el  demandante, de parte del Estado conforme a las leyes de reparaci nñ ó  

(19.123,  19.234,  19.992, sus modificaciones y dem s normas pertinentes) y que seguir ná á  

percibiendo a t tulo de pensi n, tambi n los beneficios extra patrimoniales que dichosí ó é  

cuerpos legales contempla, pues todos ellos tuvieron por objeto reparar el da o moral.ñ  

De no accederse a la petici n subsidiaria implicar a un doble pago por un mismo hecho,ó í  

lo  cual  contrar a  los  principios  jur dicos  b sicos  del  derecho en orden a  que no esí í á  

jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces. Hace presente queí ñ  

para la regulaci n  y  fijaci n  del  da o moral  debe considerarse  como un par metroó ó ñ á  

v lido los montos establecidos en las sentencias de tribunales en esta materia.á

En cuanto al  pago  de  intereses,  hace  presente  que  los  reajustes  solo  pueden 

devengarse en el caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la demanda y 

establezca esa obligaci n y adem s,  desde que dicha sentencia  se  encuentre  firme oó á  

ejecutoriada. A la fecha de interposici n de la demanda de autos a tramitaci n o de suó ó  

notificaci n y mientras no exista sentencia firme o ejecutoriada, ninguna obligaci n tieneó ó  

su parte de indemnizar y, por tanto, no existe ninguna suma que deba reajustarse. Ello 

implica que en casos como el de autos, los reajustes que procedieren de ninguna manera 

podr an contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que la sentencia que losí  

concede se encuentre firme o ejecutoriada. Indica que,  el reajuste es un mecanismo 

econ mico  financiero  que  tiene  por  objeto  neutralizar  el  efecto  que  los  procesosó  

inflacionarios  o  deflacionarios  tiene  sobre  la  moneda  de  curso  legal.  Desde  dicha 

perspectiva, no procede aplicar la correcci n monetaria a partir de la fecha anterior a laó  

determinaci n del monto respectivo por sentencia ejecutoriada.ó

Respecto de los intereses, se ala que el art culo 1551 del C digo Civil estableceñ í ó  

expresamente  que  el  deudor  no  est  en  mora  sino,  cuando  ha  sido  judicialmenteá  

reconvenido  y  ha  retardado  el  cumplimiento  de  la  sentencia.  Agrega  que,  la 

jurisprudencia de los Tribunales Superiores as  lo ha decidido de manera uniforme. As ,í í  

en el caso hipot tico que se decida acoger la acci n de autos y se condene a su parte alé ó  

pago  de  una  indemnizaci n  de  perjuicios,  tales  reajustes  e  intereses  solo  podr nó á  

devengarse desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme o ejecutoriada y su 

representado incurra en mora.

A folio 16 se evac o el tr mite de r plica.ú á é

A folio 19, se evac o la d plica.ú ú
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A folio 21, se recibi  la causa a prueba y se fijaron como hechos sustanciales,ó  

pertinentes y controvertidos: 1) Efectividad de haber sufrido da o la demandante comoñ  

consecuencia de los hechos que afectaron a su madre do a Fideliza Manr quez a partirñ í  

de 1973, motivados en causas pol ticas; 2) en la asertiva de lo anterior, naturaleza delí  

da o y cuant a o par metros que permitan su estimaci n pecuniaria; 3) efectividad deñ í á ó  

haber indemnizado el Fisco de Chile a la actora, los da os que reclama en autos; 4)ñ  

efectividad de encontrarse prescrita la acci n interpuesta por la demandante.ó

A folio 78 se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que don Juan Pablo Gallardo Parada en representaci n de do aó ñ  

Claudia Lorena Cifuentes Manr quez deduce demanda de indemnizaci n de perjuiciosí ó  

en contra del Fisco de Chile, fundado en el da o moral sufrido por su representadañ  

debido a la privaci n de libertad de su madre do a Fidelisa Manr quez, por parte deó ñ í  

agentes del Estado  cuando contaba con alrededor de 5 a os, quedando sola en primerañ  

instancia y luego a cargo de terceros, adem s de la impresi n de ver entrar en su casa aá ó  

militares, revolviendo y dando vueltas todo,  lo cual le provoc  duros recuerdos, la volvió ó 

insegura, sufri  depresi n, le afect  en sus relaciones, etc. Solicita acoger la demanda yó ó ó  

condenar  al  demandado al  pago de una indemnizaci n ascendente a $ 150.000.000ó  

(ciento cincuenta millones de pesos) a cada uno de ellos, con costas. 

SEGUNDO: Que contestando la demanda, el Fisco de Chile, en primer t rminoé  

alega que las indemnizaciones peticionadas son improcedentes por limitarse la justicia 

transicional a la v ctimas directas del da o, y adem s haberse ya indemnizado el da oí ñ á ñ  

reclamado en el marco de un programa de reparaci n canalizado entre otras medianteó  

las  leyes  19.123,  19.992,  19.980  y  20.874.  En  subsidio  interpone  excepci n  deó  

prescripci n extintiva, se alando que los hechos a que se refiere la actora ocurrieron aó ñ  

partir de septiembre de 1973, por lo que entendiendo que fue posible el ejercicio de 

acciones para perseguir la responsabilidad del Estado desde el  restablecimiento de la 

democracia, a la poca de la notificaci n de la demanda trascurri  en exceso el plazoé ó ó  

previsto en el art culo 2332 del C digo Civil,  e igualmente aquel  que se refiere elí ó  

art culo 2515 del mismo cuerpo legal. Por ltimo se ala que para el caso de condenar aí ú ñ  

su parte el pago de intereses y reajustes solo procede desde que la sentencia se encuentre 

firme y ejecutoriada y su parte incurra en mora. 

TERCERO: Que  se  recibi  la  causa  a  prueba  y  se  fijaron  como  hechosó  

sustanciales,  pertinentes  y  controvertidos:  1)  Efectividad  de  haber  sufrido  da o  lañ  

demandante como consecuencia de los hechos que afectaron a su madre do a Fidelizañ  

Manr quez a partir  de 1973,  motivados  en causas  pol ticas;  2)  en  la  asertiva de  loí í  

anterior,  naturaleza  del  da o  y  cuant a  o  par metros  que  permitan  su  estimaci nñ í á ó  
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pecuniaria; 3) efectividad de haber indemnizado el Fisco de Chile a la actora, los da osñ  

que reclama en autos; 4) efectividad de encontrarse prescrita la acci n interpuesta por laó  

demandante.

CUARTO: Que, el demandante acompa  legalmente y sin objeci n la siguienteñó ó  

documental: 

Certificado de nacimiento extendido el 5 de noviembre de 2019, por el Servicio 

Registro Civil e Identificaci n de Chile, seg n el cal bajo el N  441 de la circunscripci nó ú ° ó  

Franklin, se registr  el nacimiento de do a Claudia Lorena Cifuentes Manr quez, hija deó ñ í  

do a  Fidelisa  del  Carmen  Manr quez  Ram rez  y  don  Alfredo  Fernando  Cifuentesñ í í  

Arancibia. 

Copia  de  sentencia  pronunciada  por  la  Corte  Interamericana  de  Derechos 

Humanos, en causa rdenes Guerra y otros con Chile, fondo y reparaciones  de 29 de“Ó ”  

noviembre de 2018.

Certificado de matrimonio extendido el 5 de septiembre de 2019 por el Servicio 

Registro Civil e Identificaci n seg n el cual bajo el N  255 de la circunscripci n Chill n,ó ú ° ó á  

se registr  el matrimonio de do a Fidelisa del Carmen Manr quez Ram rez y don Joseó ñ í í  

Iv n Guevara Irribarra, celebrado el 9 de abril de 1975.á

Certificado de defunci n extendido el 5 de septiembre de 2019 por el Servicioó  

Registro Civil e Identificaci n de Chile, seg n el cual bajo el N  915 del registro del a oó ú ° ñ  

2010 circunscripci n Chill n, se registr  la muerte de don Jose Ivan Guevarra Irribarra,ó á ó  

ocurrida el 29 de agosto de 2010.

N mina de Personas reconocidas como v ctimas por la Comisi n Nacional deó í ó  

Prisi n Pol tica y Tortura. ó í

Copia de sentencia dictada el 8 de mayo de 2020, en causa Rol C-6412-2019 

seguida ante el Primer Juzgado Civil de Concepci n, en la cual se conden  al Fisco deó ó  

Chile al pago de indemnizaci n por da o moral a do a Fidelisa Manr quez Ram rez.ó ñ ñ í í

Copia de certificado extendido el 17 de septiembre de 2002, por el Alcaide del 

Centro de Cumplimiento Penitenciario de Bulnes.

Certificado extendido el 22 de octubre de 2002 por el Alcaide del Centro de 

Cumplimiento Penitenciario de Chill n.á

Certificado  extendido  el  15  de  octubre  de  2002  por  el  Alcaide  del  Centro 

Penitenciario Femenino de Chill n. á

Copia de  publicaci n  de  prensa de  17 de  noviembre  de  1973,  se  desconoceó  

nombre de medio de difusi n. ó
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Copia de c dula de identidad de do a Fidelisa Manr quez Ram rez. é ñ í í

Copia de carpeta de antecedentes formada respecto de do a Fidelisa del Carmenñ  

Manr quez  Ram rez  por   Comisi n  Valech,  extendida  por  el  Instituto  Nacional  deí í ó  

Derechos Humanos. 

QUINTO: Que a petici n de la demandante se tuvo a la vista expediente Rol Có  

6412-2019 seguido ante el Primer Juzgado Civil de Concepci n, iniciada por demandaó  

presentada  por  do a  Fidelisa  Manr quez  Ram rez  en  contra  del  Fisco  de  Chile.ñ í í  

Concluida por transacci n entre las partes. ó

SEXTO: Que  la  demandante  rindi  testimonial,  habiendo  presentado  a  losó  

siguientes testigos legalmente interrogados y sin tacha:

Do a Juana Mar a Bizama Vidal, C dula de Identidad N   4.670.223-9, laboresñ í é °  

de hogar, domiciliada en calle Rep blica N  255, Chill n, quien preguntada respecto delú ° á  

hecho N  1 de la resoluci n  que recibi  la causa a prueba se ala es efectivo, me° ó ó ñ “  

consta, nosotros ca mos presas con Fidelisa y ah  me cuenta toda la historia y su ni itaí í ñ  

que ten a 5 a os aproximadamente en ese tiempo qued  sola, y presenciando todo esoí ñ ó  

cuando los militares la tomaron presa, despu s de ese momento se qued  sola, algunasé ó  

vecinas supieron y la acompa aron por un tiempo, despu s de pasado este tiempo, vinoñ é  

su abuelita de Santiago a buscarla,  y a partir de ese tiempo as  como fue creciendoí  

quedo traumatizada, porque as  ocurreí  en estos casos a partir de ah , ella  no puede verí  

los uniformes de los militares, no ha vivido bien su vida, cada cosa le parece dif cil, seí  

pone nerviosa, muchas cosas le dan miedo, no tiene la capacidad de actuar sola, yo 

entiendo que a partir de ah  ella qued  traumada.í ó ”

Respecto del segundo hecho de la resoluci n que recibe la causa a prueba se alaó ñ  

de  lo  que  yo  entiendo  da o  psicol gico  lo  se  porque  lo  que  uno  ve  adulta,“ ñ ó  

pr cticamente hay que ayudarla para todo, no es capaz de actuar sola. Todo le produceá  

depresi n, angustia.  Respecto a la cuant a no se.  ó í ” Repreguntada yo creo que es lo“  

mismo  que  acabo  de  decir,  es  lo  que  le  hablo  de  depresiones,  angustias,  hay  que 

ayudarla, no puede actuar sola, y que lo tiene para el resto de su vida, es lo que yo creo 

sin  ser  psic loga.  ó ” Contrainterrogada lo  dicho  me  consta  por  m  misma,  hay  una“ í  

amistad, y a m  me constan los da os psicol gicos.í ñ ó ”

Do a  Sara  Rosa  Garc a  San  Mart n,  C dula  Nacional  de  Identidad  Nñ í í é ° 

7.525.668-K, labores de casa, domiciliada en Villa Padre Hurtado, block 1, dpto. 212, 

Bulnes,  quien preguntado sobre el hecho N  1 de la resoluci n que  recibi  la causa a° ó ó  

prueba se ala es efectivo, yo vivo en Bulnes, conoc  a la Fide, siempre y conoc  a la hijañ “ í í  

chica, siempre compart  con ella y su mam , somos amigas, he visto suficiente, y losí á  

problemas que tiene actualmente, la Claudita, ella tuvo el problema de infancia, que le 

dur  toda la  vida,  duerme con la luz  prendida hasta  la hora,  a los  52 a os,  tieneó ñ  
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pesadillas constantemente, no siempre, una vez al mes, a veces se repite, ella es muy 

insegura, la autoestima la tiene muy baja. Cuando converso con ella, me da pena, tiene 

una cara de tristeza muy grande y ella recuerda siempre cuando no puede dormir, un 

par de botas negras y una cuchilla, tiene que ser que como era chica, recuerda a los 

militares  y  la  metralleta.  Recuerda  muchos  gritos  y  como  que  quiebran  cosas.” 

Repreguntada cuando viv a la mam  con su pareja,  el mismo 11 de septiembre de“ í á  

1973,  tomaron  detenidos  a  la  pareja  de  la  mam ,  quebraron  todo  y  rompieroná  

colchones  y  despu s  como  a  los  dos  meses,  fueron  a  buscar  a  la  mam ,  tambi né á é  

abruptamente, fueron como tres veces, y a la tercera vez se la llevaron y Claudita quedó 

sola, los vecinos se hicieron cargo de ella, cuando yo me enter  la fui a buscar y me laé  

llev  a mi casa, fue terrible para m , porque la ni a lloraba todo el d a, gritaba, llorabaé í ñ í  

por su mam , fue terrible. Despu s apareci  la abuelita que viv a en Santiago, y lleg  aá é ó í ó  

buscarla donde se la llev , tambi n fue un trabajo para la abuelita tener una ni a, queó é ñ  

no dorm a, ni com a, para m  fue terrible.  í í í ” Contrainterrogada mantengo contacto con“  

la ni a, ella sabe que la cuide, me quiere mucho.ñ ”

Respecto del hecho N  2 de la resoluci n que recibi  la causa a prueba se al° ó ó ñ ó 

yo pienso que la reparaci n en esos tiempos no hab a psic logo, ni reparaci n, en estos“ ó í ó ó  

tiempos, yo creo que se ha recuperado un poco, porque hay psic logos, y pastillas paraó  

despertar, dormir, so ar, pero en cuanto a la cuant a, yo creo que ni todo el oro delñ í  

mundo paga el trauma a esa ni ita.  ñ ” Repreguntada padeci  mucho da o psicol gico“ ó ñ ó  

que hasta el d a de hoy repercute en ella.í ”

SEPTIMO: Que  la  demandante  rindi  pericial,  design ndose  para  evacuaró á  

informe sobre los da os psicol gicos sufridos por do a Claudia Cifuentes Manr quez añ ó ñ í  

do a Andrea Lagos Pradenas.ñ

A folio 75 do a Andrea Lagos Pradenas, evac a informe se alando a modo deñ ú ñ  

conclusi n los antecedentes descritos en este informe, dan cuenta que do a Claudiaó “ ñ  

sufri  da o como consecuencia de los hechos que afectaron a su madre a partir del a oó ñ ñ  

1973, esto ya que, tras la separaci n abrupta de su v nculo de apego, se ocasionaronó í  

alteraciones que se configuran en un trauma relacional y s ntomas que se sostuvieron ení  

su estado an mico. Tambi n fue afectada  por las consecuencias posteriores al retorno yí é  

liberaci n de su madre, como el aislamiento social, dificultades econ micas del grupoó ó  

familiar,  el  ser  estigmatizada  como  la  hija  del  comunista  lo  que  gener  mayoró  

distanciamiento  con  sus  pares,  repercutiendo  en  las  distintas  reas  de  su  desarrolloá  

evolutivo ( mbito afectivo y social) y desde la etapa preescolar hasta la actualidad. á

En cuanto a la naturaleza del da o y cuant a, o par metros que permitan su“ ñ í á  

estimaci n pecuniaria , se alar que la naturaleza del da o es a nivel de su personalidad,ó ” ñ ñ  

tiene s ntomas de trastorno dist mico y de trauma, lo que ha afectado su estilo de vida,í í  

posibilidades de desarrollo personal y tambi n profesional. La afectaci n ha sido a loé ó  
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largo de todo su desarrollo evolutivo, ya que creci  con una constante sensaci n deó ó  

desadaptaci n del entorno, aislamiento social, perdida de inter s por el entorno y conó é  

ello falta de productividad. Este da o, limit  su desarrollo personal, profesional y con elloñ ó  

la entrega de m s recursos y herramientas para ella y sus hijos.  á ”

OCTAVO: Que a petici n de la demandada se ofici  al Instituto de Previsi nó ó ó  

Social, quien no envi  la informaci n solicitada. ó ó

NOVENO: Que  el demandado Fisco de Chile no controvierte los supuestos 

f cticos en que la actora  funda la responsabilidad que persigue, esto es, que su madreá  

do a Fidelisa Manr quez fue privada de libertad por agentes del Estado en septiembre deñ í  

1973 por motivos pol ticos, por lo que en su condici n de ni a, a esa poca, qued  solaí ó ñ é ó  

ocasion ndole ello da o psicol gico.  á ñ ó

El demandado no controvierte la calidad de v ctima de violaciones a los derechosí  

humanos de do a Fidelisa del Carmen Manr quez Ram rez, lo que por lo dem s resultañ í í á  

acreditado  con  el  reconocimiento  de  dicha  calidad  por  parte  del  organismo 

especialmente creado para tales fines, esto es, la Comisi n Nacional de Prisi n Pol tica yó ó í  

Tortura y la copia de sentencia dictada el 8 de mayo de 2020 por el Primer Juzgado 

Civil de Concepci n, en causa Rol C-6412-2019.ó

Al respecto debe tenerse presente que el art culo 1 del Decreto Supremo N  1040í °  

del a o 2003, del Ministerio del Interior, estableci  Cr ase, como un rgano asesor delñ ó “ é ó  

Presidente de la Rep blica, una Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, enú ó ó í  

adelante, La Comisi n, que tendr  por objeto exclusivo determinar, de acuerdo a losó á  

antecedentes  que  se  presenten,  qui nes  son  las  personas  que  sufrieron  privaci n  deé ó  

libertad y torturas por razones pol ticas, por actos de agentes del Estado o de personas aí  

su servicio, en el per odo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 deí  

marzo de 1990.”

Constando que  do a Fidelisa Manr quez Ram rez present  ante la   Comisi nñ í í ó ó  

Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura su solicitud de reconocimiento de su calidad deó í  

v ctima de violaciones  a los derechos humanos y tortura, y que ella fue aceptada,  noí  

puede sino darse valor de plena prueba al reconocimiento  que efect a la Comisi n, porú ó  

cuanto se  trata  de la entidad a quien el  Estado comision  para el  estudio  de talesó  

antecedentes, quien luego del proceso de rigor,  concluy  la efectividad de los hechosó  

alegados  por el se or  Sandoval. ñ

D CIMO:É  Que El Fisco de Chile alega haber  reparado ntegramente el da o aí ñ  

prop sito del cual se solicita indemnizaci n, en virtud de los programas de reparacionesó ó  

a las v ctimas de los Derechos Humanos, por hechos ocurridos a partir de septiembre deí  

1973. 
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El  Estado de  Chile ha estructurado un programa de beneficios en favor de las 

personas  a quienes se ha reconocido la calidad de v ctima de violaciones a los í derechos 

humanos durante el per odo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 deí  

marzo de 1990, para lo cual se han dictado diversas normas como la Ley 19.123 Crea“  

Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, Establece Pensi n de Reparaci nó ó ó ó ó  

y Otorga Otros Beneficios en favor de Personas que se ala , Ley 19.980 Modifica Leyñ ” “  

N  19.123, Ley de Reparaci n, ampliando o estableciendo beneficios en favor de las° ó  

personas que indica , Ley 19.992 Establece Pensi n de Reparaci n y Otorga Otros” “ ó ó  

Beneficios a Favor de las Personas que indica , Ley  20.874 Otorga un Aporte nico de” “ ú  

Car cter Reparatorio, a las v ctimas de Prisi n Pol tica y Tortura, reconocidas por elá í ó í  

Estado de Chile . ”

La lectura de las normas citadas, permite advertir que el  Estado ha dispuesto 

una  serie  de  prestaciones  en  favor  de  las  personas  reconocidas  como  v ctimas  deí  

violaciones a los Derechos Humanos,  otorgando pensiones, becas educacionales,  acceso 

a prestaciones de salud, y  bonos en dinero, entre otros. 

En  tal  sentido  la  Ley  19.123  Cre  la  Comisi n  Nacional  de  Reparaci n  yó ó ó  

Reconciliaci n,  que  en  el  art culo  2  dispone  que  entre  sus  fines  se  encuentra  1.-ó í “  

Promover la reparaci n del da o moral de las v ctimas a que se refiere el  art culo 18 yó ñ í í  

otorgar la asistencia social y legal que requieran los familiares de stas para acceder a losé  

beneficios contemplados en esta ley .  Luego en los t tulos II, III, IV y V, establece  la” í  

concesi n de una pensi n de reparaci n, beneficios  m dicos, educacionales y  regula laó ó ó é  

situaci n de los hijos de las personas reconocidas como v ctimas respecto del servicioó í  

militar. 

Las restantes leyes modifican y ampl an algunos de los beneficios a que se refiereí  

la  ley  19.123  pero  no  establecen  cambios  sustanciales  en cuanto  al  car cter  de  losá  

mismos.

De tal modo,  puede apreciarse que las prestaciones articuladas en beneficio de 

quienes  fueron  reconocidos  como v ctimas  de  violaciones   a  los  derechos  humanos,í  

tienen un car cter   asistencial  y simb lico,  no pudiendo colegir  que con ello  se  haá ó  

reparado el da o moral. A lo anterior debe agregarse que,  los textos legales que regulanñ  

las prestaciones en cuesti n  disponen su otorgamiento con car cter de generalidad, de loó á  

que  puede  extraerse  que  mediante  ellos  no  se  proporciona  una  efectiva  e  ntegraí  

reparaci n del da o, al omitir las circunstancias particulares vividas por cada una de lasó ñ  

personas que tienen la calidad en menci n. ó

El Derecho Internacional  reconoce el derecho de las v ctimas de violaciones a losí  

derechos humanos a obtener del  victimario o del Estado una reparaci n proporcional aó  

la gravedad de los actos que les afectaron,  lo que reafirma la conclusi n  indicada enó  
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cuanto  a  que  el  programa  de   prestaciones  que  el  Estado  de  Chile  ha  puesto  a 

disposici n de las  personas  reconocidas   como v ctimas  de  derechos humanos en eló í  

per odo  11 de septiembre de 1973  a 10 de marzo de 1990, no resulta  suficiente  paraí  

comprender que se ha reparado el da o de manera ntegra en el caso particular de lañ í  

se ora Cifuentes. ñ

Sobre el alcance de las reparaciones promovidas por el Estado a prop sito deó  

hechos como los que afectaron a la actora, la Excma. Corte Suprema ha se alado lañ “  

legislaci n especial que aduce el Fisco y que solo introduce un r gimen de pensionesó é  

asistenciales,  no contiene incompatibilidad alguna con las indemnizaciones que aqu  seí  

persiguen, ni se ha demostrado que haya sido dise ada para cubrir toda merma moralñ  

inferida a las v ctimas de atentados a los derechos humanos, puesto que se trata deí  

modalidades diferentes de compensaci n, lo que hace que el hecho que las  asuma eló  

Estado no implica la renuncia de una de las partes o la prohibici n para que el r gimenó é  

jurisdiccional declare su procedencia,  por lo medios que franquea la ley . (Sentencia de”  

29 de marzo de 2016, Rol 2289-2015.)

En autos no se rindi  prueba alguna de haber otorgado el demandado alg n tipoó ú  

de prestaci n a la actora. ó

D CIMO PRIMERO:É   Que el Fisco de Chile, opone excepci n de prescripci nó ó  

de la acci n  por el trascurso de 4 a os,  conforme lo dispuesto por el art culo 2332 deló ñ í  

C digo Civil, o en su defecto, por haberse cumplido el t rmino de 5 a os, conforme aló é ñ  

art culo 2515 del mismo cuerpo legal. í

No hay duda alguna que contabilizado el t rmino de prescripci n desde  el 11 deé ó  

septiembre de 1973 a la poca de la notificaci n de la demanda  trascurri  con creces elé ó ó  

t rmino de prescripci n de la acci n de responsabilidad extracontractual. é ó ó

Sin  embargo,  conforme  lo  dispuesto  por  el  inciso  2  del   art culo  5  de  la° í  

Constituci n Pol tica ó í “El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto aí ó  

los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los rganosó  

del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constituci n, asó í 

como  por  los  tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  y  que  se  encuentren 

vigentes.”

En tal  sentido si  bien los t rminos de prescripci n de acciones y derechos seé ó  

encuentran regulados por el derecho interno, en este caso, por el C digo Civil, el Estadoó  

chileno ha ratificado diversos instrumentos internacionales anteriores y posteriores a los 

hechos sufridos por la actora, que deben ser considerados al momento de analizar la 

excepci n  de  prescripci n.   En  tal  sentido  adem s  debe  tenerse  presente  que  laó ó á  

Convenci n de Viena Sobre el Derecho de los Tratados establece en su art culo 27 Eló í “  

derecho  interno  y  la  observancia  de  los  tratados.  Una  parte  no  podr  invocar  lasá  
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disposiciones de su derecho interno como justificaci n del incumplimiento de un tratado.ó  

Esta norma se entender  sin perjuicio de lo dispuesto en el art culo 46.á í ”

La  Declaraci n  Universal  de  Derechos  Humanos  establece  en  su  art culo  1ó í  

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 

est n de raz n y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.á ó ”

Luego en el art culo 3 consagra el derecho a la vida, la libertad y la seguridadí  

personal y el art culo 5 establece Nadie ser  sometido a torturas ni a penas o tratos crueles,í “ á  

inhumanos o degradantes.”

Por su parte el Pacto  Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, en el art culo 2.3í í  

dispone “3.  Cada uno de  los  Estados Partes  en el  presente  Pacto  se  compromete  a 

garantizar que:

a) Toda  persona  cuyos  derechos  o  libertades  reconocidos  en  el 

presente Pacto hayan sido violados podr  interponer un recurso efectivo,  auná  

cuando  tal  violaci n  hubiera  sido  cometida  por  personas  que  actuaban  enó  

ejercicio de sus funciones oficiales;”

La Convenci n Americana de Derechos Humanos se ala en su art culo 1 ó ñ í “1. Los 

Estados Partes en esta Convenci n se comprometen a respetar los derechos y libertadesó  

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 

sujeta  a  su  jurisdicci n,  sin  discriminaci n  alguna por  motivos  de  raza,  color,  sexo,ó ó  

idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otra ndole, origen nacional o social,ó í í  

posici n econ mica, nacimiento o cualquier otra condici n social.ó ó ó

    2. Para los efectos de esta Convenci n, persona es todo ser humano.ó ”

El art culo 63 del mismo texto dispone í “1. Cuando decida que hubo violaci n deó  

un  derecho  o  libertad  protegidos  en  esta  Convenci n,  la  Corte  dispondr  que  seó á  

garantice  al  lesionado  en  el  goce  de  su  derecho  o  libertad  conculcados.  Dispondrá 

asimismo, si  ello fuera precedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 

situaci n que ha configurado la vulneraci n de esos derechos y el pago de una justaó ó  

indemnizaci n a la parte lesionada.ó ”

La Convenci n contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos oó  

Degradantes, en su art culo 1, entrega una definici n de lo que ha de entenderse porí ó  

tortura,  se alando  ñ “A los  efectos  de  la  presente  Convenci n,  se  entender  por  eló á  

t rmino "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una personaé  

dolores o sufrimientos graves, ya sean f sicos o mentales, con el fin de obtener de ellaí  

o de un tercero informaci n o una confesi n, de castigarla por un acto que hayaó ó  

cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona 

o a otras, o por cualquier raz n basada en cualquier tipo de discriminaci n, cuandoó ó  
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dichos  dolores  o  sufrimientos  sean  infligidos  por  un  funcionario  p blico  u  otraú  

persona  en  el  ejercicio  de  funciones  p blicas,  a  instigaci n  suya,  o  con  suú ó  

consentimiento o aquiescencia. No se considerar n torturas los dolores o sufrimientosá  

que sean consecuencia nicamente de sanciones leg timas, o que sean inherentes oú í  

incidentales a stas.é ”

En consonancia con  ello el art culo 14 dispone í “1. Todo Estado Parte velará 

por que su legislaci n garantice a la v ctima de un acto de tortura la reparaci n y eló í ó  

derecho  a  una  indemnizaci n  justa  y  adecuada,  incluidos  los  medios  para  suó  

rehabilitaci n lo m s completa posible. En caso de muerte de la v ctima como resultadoó á í  

de un acto de tortura, las personas a su cargo tendr n derecho a indemnizaci n.á ó

2. Nada de lo dispuesto en el presente art culo afectar  a cualquier derecho de laí á  

v ctima o de otra persona a indemnizaci n que pueda existir con arreglo a las leyesí ó  

nacionales.”

Los distintos tratados citados conforman un estatuto internacional de protecci nó  

de los Derechos Humanos, que obligan  a los Estados parte, entre ellos Chile, a facilitar 

los medios para que aquellos a quienes les sean conculcados puedan obtener una amplia 

protecci n que incluye la obtenci n de indemnizaciones reparatorias, prerrogativas queó ó  

no pueden entenderse limitadas por el derecho interno, por cuanto se trata de acciones 

que  afectan  el   n cleo  esencial  de  la  persona  y  como tal  su  tutela  no  debe  verseú  

restringida  por reglas de prescripci n. ó

Entre los Principios contenidos en la Resoluci n 60/ 147 de la Asamblea Generaló  

de la Organizaciones de Naciones Unidas, se encuentra el IV relativo a la Prescripci n,ó  

el que se ala . Cuando as  se disponga en un tratado aplicable o forma parte de otrasñ “ í  

obligaciones jur dicas internacionales, no prescribir n las violaciones manifiestas de lasí á  

normas  internacionales  de  derechos  humanos  ni  las  violaciones  graves  del  derecho 

internacional humanitario que constituyan cr menes en virtud del derecho internacional.í

7. Las disposiciones nacionales sobre la prescripci n de otros tipos de violacionesó  

que no constituyan cr menes en virtud del derecho internacional, incluida la prescripci ní ó  

de las acciones civiles y otros procedimientos, no deber an ser excesivamente restrictivas.í ”

A lo anterior debe agregarse que seg n el art culo 7 del Estatuto de Roma de laú í  

Corte Penal Internacional, contempla entre los cr menes de lesa humanidad, el asesinato,í  

la tortura, la esclavitud, la encarcelaci n, la deportaci n o traslado forzoso de personas yó ó  

otros  actos  inhumanos  de  car cter  similar  que  causen  intencionalmente  grandes“ á  

sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad f sica o la salud mental o f sica.í í ”
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Conforme  a  lo  expuesto,  no  cabe  duda  alguna  que  el  Estado  de  Chile  ha 

reconocido  las violaciones a los derechos humanos ocurridas entre el 11 de septiembre 

de 1973 y el  10 de marzo de 1990,  y respecto a ellas  ha asumido obligaciones en 

diversos Instrumentos Internacionales de respetar los derechos humanos y asegurar el 

acceso  de  las  v ctimas  a  reclamar  la  reparaci n   de  tales  atentados  entre  otrosí ó  

mecanismos  a  trav s  de  la  indemnizaci n  de  los  da os,  facultad   que  no  puedené ó ñ  

someterse  a  las  reglas  de  prescripci n  establecidas  en  el  C digo  Civil,  siendo  ellaó ó  

imprescriptible.

Al respecto la Excma. Corte Suprema ha se alado De este modo, las normas delñ “  

derecho interno previstas en el C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civilesó ó  

comunes  de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  las  que  los  jueces  del  fondo  asilan  suó  

decisi n, en el presente caso, no resultan atingentes al estar en contradicci n con lasó ó  

reglas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos que protegen el derecho de 

las v ctimas a recibir la reparaci n correspondiente, estatuto normativo internacional queí ó  

ha sido reconocido por Chile  y  que,  sin  perjuicio  de la  data de su  consagraci n  yó  

reconocimiento  interno,  corresponden  a  normas  de  ius  cogens,  derecho  imperativo 

internacional que protege valores esenciales compartidos por la comunidad internacional 

que ha debido ser reconocido por los  jueces  de la instancia al  resolver  la demanda 

intentada  (parte final consideraci n quinta, sentencia de 2 de marzo de 2020, Rol N” ó ° 

29.167-2019).

D CIMO  SEGUNDO:É  Que   la  actora  solicita  la  reparaci n  de  los  da osó ñ  

sufridos a t tulo personal a ra z de la detenci n de su madre, y las implicancias que elloí í ó  

tuvo en su vida. 

Al respecto debe recordarse que se tuvo por establecido que do a Fidelisa delñ  

Carmen Manr quez Ram rez  fue detenida en septiembre de 1973 situaci n que seí í ó  

prolong  hasta noviembre del mismo a o.ó ñ

 Con el m rito del  certificado de nacimiento extendido por el Servicio Registroé  

Civil  e Identificaci n es posible establecer que do a Fidelisa del  Carmen Manr quezó ñ í  

Ram rez es la madre de la actora. í

La testimonial rendida por la demandante valorada  conforme la regla segunda 

del art culo 384 del C digo de Procedimiento Civil,  permite  establecer que luego de laí ó  

detenci n de su madre la actora  qued  sola en casa, siendo acogida por do a Saraó ó ñ  

Garc a San Mart n, y luego por su abuela. í í

El art culo 38 de la Constituci n Pol tica en su inciso 2  dispone í ó í ° “ Cualquier 

persona que sea lesionada en sus derechos por la Administraci n del Estado, de susó  
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organismos o de las municipalidades, podr  reclamar ante los tribunales que determine laá  

ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere 

causado el da o.ñ ”

Conforme al art culo 63 de la Convenci n Americana de Derechos Humanos yí ó  

principio IX de la Resoluci n 60/ 147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas,ó  

las  v ctimas  de  violaciones  de  sus  derechos  tiene  derecho  a  una  indemnizaci ní ó  

proporcional a la gravedad  de los hechos sufridos y las circunstancias del caso. 

Igualmente debe considerarse que seg n el art culo 2314 el C digo Civil, el queú í ó  

ha infligido da o a otro es obligado a la indemnizaci n. ñ ó

Las testigos presentadas por la actora dan cuenta de la afectaci n que ocasion  aó ó  

do a Claudia Cifuentes Manr quez la detenci n de su madre, por la violencia el hecho yñ í ó  

el efecto de la separaci n en su vida, lo que le provoc  inseguridades y traumas que noó ó  

ha logrado superar. En similar sentido el informe pericial evacuado por do a Andreañ  

Lagos  Pradenas,  expone  que  a  partir  de  entrevista  con  la  actora  y  aplicaci n  deó  

instrumentos psicol gicos, pudo concluir que padece s ntomas de trastorno dist mico, yó í í  

trauma,  lo  que  ha  provocado afectaciones  en  su  vida,  y  posibilidades  de  desarrollo 

personal y profesional. 

Valorada  la prueba pericial,  en los t rminos del art culo 425 del C digo deé í ó  

Procedimiento  Civil,  se  le  reconoce   valor  de  plena  prueba,  por  explicar  los 

conocimientos  cient ficos  aplicados,  y  exponer  de  manera  clara  y  contundente  lasí  

conclusiones alcanzadas,  y  en conjunto con la testimonial,  permite  establecer que la 

actora sufri  da o moral como consecuencia de haber sufrido el alejamiento de su madreó ñ  

producto de la detenci n de ella, y el estado de soledad y desprotecci n en que qued ,ó ó ó  

demostr ndose ello en inseguridades y traumas. á

Por lo anterior y atendida la extensi n del da o, se regular  prudencialmente laó ñ á  

indemnizaci n por da o moral en $ 15.000.000 (quince millones de pesos). ó ñ

D CIMO TERCERO:É  Que las sumas cuyo pago se ordenar  deber n pagarseá á  

reajustadas acorde a la variaci n que experimente el ndice de Precios al Consumidor yó Í  

devengar n inter s corriente a partir de la fecha en que el fallo quede ejecutoriado, porá é  

cuanto s lo desde all  se encontrar  firme la obligaci n declarada. ó í á ó

D CIMO  CUARTO:É  Que  el  resto  de  la  prueba  rendida  no  altera  las 

conclusiones alcanzadas. 

Atendido lo expuesto y lo dispuesto por los art culos 5, y 38 de la Constituci ní ó  

Pol tica,  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  Declaraci n  Universal  deí ó ó  

Derechos  Humanos,  Pacto  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  Convenci n  contra  laí ó  
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Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes, Art culos 2314 y siguientesí  

del C digo Civil, Ley 19.123, ley 19.980, Ley 19.992, Ley 20.874, Decreto Supremoó  

1040 del Ministerio del Interior, art culos 254 y siguientes del C digo de Procedimientoí ó  

Civil, y dem s normas citadas y pertinentes se resuelve:á

I.- Que  se  rechazan las  excepciones  de  reparaci n  integral  y  prescripci nó ó  

opuestas por el demandado.

II.-Que se acoge la demanda de indemnizaci n de perjuicios interpuesta por donó  

Juan Pablo Gallardo Parada,  abogado,  en representaci n de do a Claudia Cifuentesó ñ  

Manr quez, en contra de Estado de Chile representado por el Consejo de Defensa delí  

Estado, y  en consecuencia se condena al demandado al pago de indemnizaci n poró  

da o moral ascendente a $ 15.000.000 (quince millones de pesos),  suma que deberñ á 

reajustarse conforme a la variaci n que experimente el ndice de Precios al Consumidoró Í  

y devengara inter s corriente, ambos  desde la fecha en que la sentencia se encuentreé  

firme y ejecutoriada y hasta el efectivo pago. 

III.- Que no se condena al Fisco de Chile al pago de las costas por tener motivo 

plausible para litigar. 

Notif quese, reg strese y arch vese en su oportunidad. í í í

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del 

art. 162 del C.P.C. en  Chillan,  cinco de Julio de dos mil veintid só
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